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Resumen

La ponencia plantea, desde un enfoque jurídico-organizativo, la revisión de la configuración organizativa del modelo de agencias de la Generalitat de Cataluña
. El análisis se focaliza, muy  especialmente, en el estudio de dos aspectos: las medidas organizativas internas que obligatoriamente es necesario emprender para tener éxito en la puesta en práctica de estos nuevos modelos de gestión y los mecanismos efectivos de planificación, control y evaluación que es necesario desarrollar para que los Departamentos de la Generalitat de Cataluña no pierdan el control sobre los procesos de creación de valor público. Finalmente se analiza hasta que punto los mecanismos de colaboración público-privada (CPP) constituyen una alternativa real al modelo de agencias y se apuntan las condiciones y variables a tener en cuenta en el momento de elegir una determinada modalidad de CPP.
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1. Introducción

También conocido como proceso de agencialización, la proliferación de entes instrumentales al servicio de las administraciones públicas territoriales, con el fin de ejecutar determinadas funciones y servicios públicos, es un fenómeno que nació en países de tradición administrativa anglosajona a finales de la década de los setenta y que se incluye dentro de las recetas de modernización propuestas desde las corrientes neo-empresariales de la Nueva Gestión Pública (Christensen y Laegreid, 2006).

Concretamente, nos encontramos ante un modelo de organización presente en los procesos de modernización administrativa que, con el objetivo de mejorar la eficacia y eficiencia de las administraciones públicas, busca reorganizar la estructura interna de los Departamentos gubernamentales en unidades ejecutivas autónomas responsables de un sector homogéneo y estable de actividades públicas, que actúen sobre la base de objetivos predeterminados y que rindan cuentas de su actuación ante los responsables políticos.

En Cataluña, la proliferación de entes instrumentales al servicio de la Generalitat de Catalunya es un fenómeno que comenzó a tomar vuelo a finales de la década de los ochenta y que, desde entonces, no ha dejado de crecer. Todas las previsiones indican que, en los próximos años, este proceso de agencialización de la Administración de la Generalitat seguirá creciendo ya que, ante la aparición de un nuevo reto institucional, la tendencia actual es proponer la creación de una nueva Agencia ejecutiva como la mejor alternativa posible para hacerle frente. Así pues, la agencialización muchas veces se presenta como una receta mágica capaz de resolver y superar todos los problemas recurrentes de la Administración pública contemporánea y se decide crear un nuevo ente instrumental sin haber analizado, previamente y de forma detallada, todos los costes y beneficios reales derivados de su creación.

Generalmente, los Departamentos ven, en la creación de nuevas Agencias, la posibilidad de introducir criterios de flexibilización de los procedimientos administrativos que permitirán ejecutar más ágil y libremente muchos de sus planes de actuación y dar una mejor respuesta a las necesidades de la sociedad. De hecho, es cierto que el agencialización de determinadas funciones y servicios públicos puede ser una buena opción para mejorar su calidad y eficiencia, pero no hay que perder nunca de vista la importancia de que los Departamentos mantengan un dominio de la gestión y un control reales sobre las Agencias ejecutivas que han creado. 

La existencia de un contrato de relación bien definido es imprescindible para garantizar que no se dañan los valores públicos de la equidad y la calidad en favor de una mirada centrada exclusivamente en los costes (Abelair y Berguaz 1999). Sin embargo, en el momento de creación de una nueva Agencia muchas veces no se tiene suficientemente en cuenta la importancia capital de definir unos mecanismos para poder planear, controlar y evaluar su funcionamiento.


Esta investigación pretende ofrecer una serie de criterios orientativos al conjunto de la Administración de la Generalitat que permitan no sólo valorar la conveniencia o no de iniciar un proceso de agencialización sino también disponer de unas directrices claras sobre cómo gestionarlo correctamente en el caso de que se estime conveniente la creación de una nueva Agencia ejecutiva. Así pues, la finalidad perseguida es doble:

· Racionalizar la carrera imparable de creación de nuevas Agencias ejecutivas, que actualmente están naciendo bajo un paraguas genérico de justificaciones sin que ningún órgano haya analizado, racionalmente, cuáles son las fortalezas, oportunidades, debilidades y amenazas reales que realmente se derivan de su creación. Se trata de ofrecer una serie de criterios que permitan no sólo valorar la conveniencia o no de iniciar un proceso de agencialización sino también disponer de unas directrices claras sobre cómo gestionarlo correctamente para que éste sea coherente con el modelo de Agencias e incorpora todos los elementos constitutivos, aproveche todas las ventajas y neutralice todos los riesgos.
· Dar respuesta a la inexistencia de mecanismos efectivos de planificación, control y evaluación por parte de los Departamentos de la Generalitat de Catalunya sobre las Agencias ejecutivas que han creado. En este sentido, y por la importancia que tiene para un correcto funcionamiento de estos procesos de agencialización, se hará un especial hincapié en la definición de cómo deberían ser las pautas de relación básicas "Agente - Principal" para garantizar que los Departamentos podrán ejercer, de forma efectiva, estas prerrogativas, logrando, asimismo, que estas se hagan responsables de los resultados de su gestión.

Finalmente, se analiza hasta que punto los mecanismos de colaboración público-privada (CPP) constituyen una alternativa real al modelo de agencias y se apuntan las condiciones y variables a tener en cuenta en el momento de elegir una determinada modalidad de CPP.

2. El modelo de Agencias

Las Agencias ejecutivas se han convertido en una fórmula organizativa alternativa a la estructura burocrática tradicional en que se estructuran los Departamentos Principalmente por las dos razones que se apuntan a continuación:

· Porque es una fórmula de descentralizar que permite conciliar las exigencias de innovación y adaptabilidad a los diferentes mercados en que opera con la subordinación a unos objetivos generales de crecimiento y rentabilidad.

· Porque es una fórmula de descentralizar que no sólo reduce el riesgo de la pérdida de control inherente a cualquier proceso de descentralización sino que refuerza considerablemente este control en dotar al máximo responsable político de las herramientas necesarias para fijar los objetivos que quiere ver alcanzados y controlar su ejecución.


Por tanto, el modelo de Agencias es una respuesta organizativa al crecimiento y la diversificación de las responsabilidades públicas y podríamos definir las Agencias ejecutivas como "aquellas unidades o centros de gestión que concentran todas las funciones necesarias para producir la totalidad de un servicio público y que gozan de una amplia autonomía de gestión a cambio de tener controlada su actividad por los resultados tangibles y mesurables que se obtengan" (Comité Director para la Organización de la Administración de la Generalitat de Catalunya, 1996). 

Los elementos constitutivos e imprescindibles de este modelo que permiten visualizar que verdaderamente nos encontramos ante una Agencia ejecutiva son cinco: la agrupación de funciones por bienes o servicios prestados, la presencia de unos resultados objetivamente evaluables, la separación de las responsabilidades políticas y de gestión, la existencia de una autonomía de gestión real y, finalmente, el diseño e implementación de un control basado en resultados. La ausencia de uno de estos elementos desnaturalizaría el modelo y el privaría de la coherencia interna necesaria que se necesita para resolver la tensión entre descentralización y control (Comité Director para la Organización de la Administración de la Generalitat de Catalunya, 1996).


Así pues, lo que nos permite constatar que verdaderamente nos encontramos ante una Agencia ejecutiva son los siguientes hechos:

· que no se pueda limitar el alcance de la Agencia a una función o una parte del proceso incapaz de generar por sí mismo un producto o servicio identificable y mesurable (agrupación de funciones por bienes o servicios prestados).

· que los resultados de las Agencias, tanto si se trata de servicios finalistas como si se trata de servicios internos, deban ser objetivamente evaluables (resultados objetivamente evaluables).

· que la configuración de las Agencias como instancias ejecutivas ligadas a la producción de un bien o servicio implique delimitar un ámbito de responsabilidad de gestión, separado del ámbito de responsabilidad política, como una condición imprescindible (separación de responsabilidades políticas y de gestión).
· que sea imprescindible en el diseño de cualquier agencia la fijación de una autonomía de gestión condicionada a un cumplimiento más eficaz y eficiente de la misión que tienen asignada (autonomía de gestión).
· que exista un control finalista basado en la comparativa de los resultados obtenidos con los fijados previamente a los planes de gestión (control basado en resultados).
3. Las Agencias ejecutivas
 de la Generalitat de Catalunya


En la Generalitat de Cataluña hay adscritas 43
 entidades de derecho público sometidas al ordenamiento jurídico privado (en adelante, EDPs). 

Del análisis presupuestario
 de las EDPs se puede concluir que las EDPs "gastan" mayoritariamente en el capítulo 6 (inversiones reales) pero que su gasto en capítulo 8, variaciones de activos financieros, representa el 50% del total de gasto previsto en este capítulo en los presupuestos de la Generalitat de Catalunya. En cuanto a los ingresos nos encontramos que la mayor parte de los ingresos de las EDPs provienen de los capítulos 8 y 9 (operaciones financieras) y 3 (tasas, venta de bienes y otros ingresos). Sin embargo, los capítulos en que es mayor la aportación de las EDP a los presupuesto de ingresos general son el capítulo 8 (el 66% del total de ingresos obtenidos por variación de activos financieros los aportan las EDPs) y el capítulo 6 (el 49% del total de ingresos de la Generalitat por enajenación de inversiones reales los aportan las EDPs).


Así mismo, del análisis de la normativa de creación de las EDPs seleccionadas se puede concluir que:

· Todas las EDPs se han creado por ley. En el 80% de los casos se ha aprobado una ley de creación que, más allá de limitarse a crear la entidad ha regulado los rasgos fundamentales (régimen jurídico, competencias, atribuciones, poderes, órganos, hacienda, régimen patrimonial , exención del derecho privado) sin incluir, sin embargo, ninguna referencia al contrato de gestión. Asimismo, es importante destacar que todas las leyes de creación tienen algún párrafo en el preámbulo en el que se justifica tanto la creación de la entidad como la forma jurídica seleccionada para crearla. En el 20% de los casos restante, la entidad ha creado incluyendo un precepto, a tal efecto, en leyes que regulan otras materias (de acompañamiento de presupuestos, de medidas fiscales y administrativas, etc.) Y remiten la regulación del régimen jurídico a la aprobación de un decreto de desarrollo.

· Para determinar los rasgos definitorios del régimen jurídico de la EDP de la Generalitat de Catalunya, se han comparado los preceptos de las normas de creación que regulan esta materia. El resultado de este análisis permite establecer que toda EDP adscrita a la Generalitat de Catalunya:

· Tiene reconocida personalidad jurídica propia (El 90% de las leyes de creación reconoce explícitamente la personalidad jurídica propia de la entidad que crea).
· No tiene reconocida plena capacidad de obrar (el 60% de las leyes de creación no lo reconoce explícitamente) y, en algunos casos (15%), no tiene reconocida autonomía de ningún tipo.
· No puede ejercer potestades administrativas (el 90% de las leyes de creación no atribuye ninguna potestad administrativa a la entidad que está creando).
· Puede firmar convenios sin necesidad de previa autorización del gobierno. (El 60% de las leyes de creación establecen la posibilidad de que la entidad que crean pueda firmar convenios y, en el 85% de estos casos, se establece que no es necesario que pidan previamente autorización al gobierno).
· Puede celebrar contratos (el 90% de las leyes de creación habilitan la entidad creada para celebrar contratos), aplicando el régimen jurídico público (en el 50% de los casos) o privado (en el 50% restante). Sin embargo, no tiene definida una mesa de contratación y / o concurso (el 80% de las leyes de creación no concretan la composición de este órgano).
· No puede constituir consorcios (el 70% de las leyes de creación no contemplan esta posibilidad). En los casos en los que hay habilitación para ello hay que solicitar autorización previa al gobierno (en el 66% de los casos que la ley de creación autoriza para crear consorcios se establece el requisito de la autorización previa del gobierno).
· Puede constituir sociedades mercantiles (60%) pero hay que pida autorización previa al gobierno (66%).
· No puede adquirir ni realizar ninguna actuación para la adquisición, posesión, reivindicación, permutación, grabación o enajenación de bienes.
· Debe aplicar normas de derecho público para establecer el régimen de adopción de acuerdos y funcionamiento de los órganos colegiados de la entidad, en las relaciones jurídicas externas que deriven de actos de limitación, intervención, control, sanción y expropiación y, finalmente, también cuando ejerce potestades administrativas.

· Las leyes de creación analizadas incluyen también una regulación somera de la estructura organizativa de la entidad que crean. Como en el caso anterior, del análisis de las leyes de creación de las entidades seleccionadas en el estudio, se puede concluir que los órganos de una EDP adscrita a la Generalitat son:

· el "Consejo Rector", también llamado "Consejo de administración" o "Consejo de dirección", presente en el 100% de los casos analizados. En término medio, este órgano está formado por 17 miembros y, en la mayoría de los casos, el presidente es el consejero del Departamento de adscripción. En todos los casos la regulación del régimen de funcionamiento y sesiones de este órgano se remite a la aprobación del Estatuto de la entidad.
· el Director o Gerente, presente en el 90% de los casos, participa en las reuniones del consejo (en el 70% de los casos) con voto (en el 85% de los casos).
· en el 50% se define un órgano consultivo o de asesoramiento abierto, generalmente, a la participación de entidades no vinculadas directamente a la Generalitat de Catalunya
4. Las Agencias ejecutivas: criterios de creación

Una vez definidos cuáles son los elementos constitutivos e imprescindibles de este modelo que nos permiten constatar que verdaderamente nos encontramos ante una agencia ejecutiva y después de haber descrito la situación presupuestaria y legal que enmarca a las Agencias ejecutivas de la Generalitat de Catalunya, a continuación se exponen las Principales conclusiones sobre cuáles son las Principales fortalezas, oportunidades, debilidades y amenazas reales de crear una nueva agencia ejecutiva, sobre cuáles son las medidas organizativas que obligatoriamente hay que emprender para tener éxito en la puesta en práctica del modelo de Agencias y sobre cuál es el procedimiento a seguir para la creación exitosa de una nueva agencia ejecutiva. Sólo conociendo todos estos aspectos se puede valorar la conveniencia o no de iniciar un proceso de agencialización y disponer de unas directrices claras sobre cómo gestionarlo correctamente.


La creación de una nueva Agencia puede conllevar una mejora de la eficacia y eficiencia en la gestión pública. Ahora bien, esta transformación de la organización administrativa burocrática tradicional también puede conllevar una serie de riesgos que conviene neutralizar (Fundació Carles Pi i Sunyer, 2003). 

	DEBILIDADES

El modelo de Agencias ejecutivas puede:


• Generar la tentación de centrar los resultados en objetivos cuantitativos de actividad y coste que no expresen adecuadamente la finalidad ni el impacto real de los servicios.

• Propiciar las tendencias expansivas y competitivas entre varias Agencias que perjudiquen la gestión de interdependencias entre ellas.

• Crear identidades y culturas directivas separadas entre las diferentes Agencias y los servicios centrales de los Departamentos.

• Quedar amenazado en caso de que el centro intente reproducir los modelos de comportamiento a que está acostumbrado, con el restablecimiento de controles y la preservación del monopolio en la prestación de determinados servicios.


	AMENAZAS

• Centrarse sólo en evaluar los resultados mesurables (cuantitativos) y no contemplar la evaluación de los resultados difícilmente mesurables (cualitativos) para mas importantes que sean.

• Que algunos usuarios acaben teniendo un poder de decisión excesivo desde el punto de vista de los intereses generales de la ciudadanía.

• La creación de un satélite tecnocrático que se quiera liberar de la esfera política.

• Unos buenos resultados alcanzados en el ámbito de la gestión no implican un buen resultado alcanzado en el ámbito de la política. No siempre una buena gestión implica un reconocimiento político favorable de ésta.



	FORTALEZAS

El modelo de Agencias ejecutivas puede:

• Proporcionar un incentivo extraordinario para que la gestión se oriente a resultados tangibles.

• Hacer que las Agencias ejecutivas, gracias a su forma de agrupación de funciones, a su orientación en resultados y la mayor autonomía de gestión de que disponen, tiendan a situarse más cerca de los destinatarios de sus servicios y actividades, promoviendo continuamente una dinámica de adaptación a sus necesidades.

• Funcionar como una escuela de directivos públicos al ofrecer un entorno que facilita el desarrollo de capacidades directivas. La existencia de un marco propio de responsabilidad, con funciones delegadas y sistemas de planificación y control, ofrece a los directivos un camino bien definido para desarrollar sus carreras profesionales.
• Suponer una liberación considerable de capacidades estratégicas en el centro que pueden pasar al servicio del perfeccionamiento de los instrumentos de planificación, control y evaluación.


	OPORTUNIDADES

• Aportar cultura e instrumental de gestión orientados a mejorar la eficacia, la eficiencia, la productividad y la efectividad en el uso de los recursos públicos al servicio de la mejora de los resultados generados por la actuación y el cumplimiento público.

• Una mayor capacidad para gestionar los ingresos por tarifas y precios públicos o para generar ingresos suplementarios por medio de actuaciones periféricas.

• Establecer sistemas de responsabilidad y contratación de los directivos públicos con el objetivo de aumentar el compromiso y la capacidad de acción en el marco de la acción pública.

• La liberación de capacidades estratégicas en el centro permite el ejercicio de funciones de consultoría interna o en la búsqueda de sinergias entre Agencias.


Así pues, para potenciar estas fortalezas y oportunidades y para, también, poder neutralizar esas posibles debilidades y amenazas, es muy importante: 

· que en el diseño de los sistemas de control de los resultados de estas Agencias se observe un delicado equilibrio entre los objetivos cuantitativos y cualitativos de los servicios públicos. 

· la fijación, por parte de los Departamentos, del marco estratégico y los objetivos y sus seguimiento y revisión periódica. 

· desarrollar y mantener una política de directivos públicos que sea común al conjunto de la Administración de la Generalitat, con pautas compartidas de selección, formación, socialización y condiciones de trabajo basadas en un marco común. Asimismo, también es muy importante promover una política de movilidad de los directivos entre diferentes Agencias y, sobre todo, entre las Agencias si sus respectivos servicios centrales. 

· abordar el tiempo de creación de una agencia una reestructuración considerable de los servicios centrales que incluya nuevas competencias para sus miembros. 
Las medidas organizativas que obligatoriamente hay que emprender para tener éxito en la puesta en práctica del modelo de Agencias deben encaminarse tanto a definir como deberá ser el modelo estructural de la nueva agencia como a rediseñar la estructura del Departamento de adscripción, que pasará a tener el rol de "Principal" y, consecuentemente, experimentará un cambio de funciones (Richards y Smith, 2006.). La adopción de estas medidas es imprescindible para tener éxito en la puesta en práctica del modelo de Agencias. 

1. Una primera medida organizativa que hay que emprender es la contractualización de las relaciones entre las Agencias y Departamentos como mecanismo para garantizar que éstos podrán ejercer, de forma efectiva, las prerrogativas de planificación, control y evaluación sobre las Agencias que han creado, consiguiendo, asimismo, que estas se hagan responsables de los resultados de su gestión. Así pues, habría que generalizar el modelo del "contrato de relación" como herramienta de planificación estratégica ya que es un instrumento adecuado para la articulación de los compromisos entre administración e instituciones, mejora considerablemente la eficiencia en el uso de los recursos y propicia un cambio cultural en las partes en la dirección de hacerlas al mismo tiempo corresponsables y partícipes de los beneficios producidos por la consecución de los objetivos de mejora planteados (Abelaire y Berguaz, 1999). 
2. Una segunda medida organizativa que hay que emprender es el rediseño de los órganos centrales del Departamento de adscripción. Con la creación de una nueva agencia ejecutiva, las funciones de los servicios centrales del Departamento de adscripción cambian y estos deberían pasar a ser los nuevos artífice de los sistemas de planificación, control y evaluación de la gestión ejecutada desde la nueva agencia y pasar a ejercer también las funciones que permanecen en el centro como garantía de integración. El desarrollo de una nueva cultura y unas nuevas capacidades en los servicios centrales de los Departamentos aparece como una de las dificultades más significativas y una de las claves del éxito del cambio. De hecho, uno de los Principales riesgos del modelo de Agencias, capaz de amenazar el buen funcionamiento de todo el sistema, es que el Departamento no asuma completamente su rol de "Principal" y siga reproduciendo los modelos de comportamiento a que está acostumbrado. 

Las Principales medidas organizativas que hay que emprender para que estos Departamentos puedan ejercer de forma efectiva, su nuevo rol de "Principal", deberían incluir, en todo caso, una revisión y replanteamiento de la estructura orgánica y de las funciones y actividades desarrolladas por cada una de estas unidades (Estudio de reestructuración), de los puesto de trabajo y del perfil profesional del personal adscrito a cada uno de estos lugares (Estudio de dimensionamiento), los procedimientos administrativos, los sistemas de gestión y los productos, servicios o actos administrativos resultantes (Estudio de análisis y mejora de procesos) y, finalmente, los sistemas de información y comunicación (Mas y Ramió, 1997).
3. Una tercera medida organizativa que hay que emprender es diseñar unos procesos de selección, formación, promoción y cese que garanticen la profesionalización de los directivos públicos. El modelo de Agencias otorga un gran protagonismo a su personal directivo ya que, en buena medida, el buen funcionamiento de este modelo depende del grado de profesionalización del personal directivo que ocupará los puestos de responsabilidad en estas nuevas estructuras. Ahora bien, hay que tener en cuenta que no sólo se debe garantizar la idoneidad de los directivos de las Agencias ejecutivas sino que también es esencial garantizar la idoneidad del personal directivo de los Departamentos de adscripción de estas Agencias ejecutivas. De hecho, es muy importante desarrollar y mantener una política de directivos públicos que sea común al conjunto de la Administración de la Generalitat, con pautas compartidas de selección, formación, socialización y condiciones de trabajo basadas en un marco común. Asimismo, también es fundamental promover una política de movilidad de los directivos entre diferentes Agencias y, sobre todo, entre las Agencias si sus respectivos servicios centrales (Comité Director para la Organización de la Administración de la Generalitat de Catalunya, 1996). 
4. Una cuarta medida organizativa que hay que emprender esta relacionada con el hecho de permitir una tipología plural de Agencias. Así pues, hay que entender las Agencias ejecutivas como "una fórmula organizativa general" que permita crear una tipología plural de Agencias, con respecto a los mecanismos de dirección y control, en función de factores como la misión que tiene, los objetivos, los clientes o las características del entorno en que opera.
5. Una quinta medida organizativa que hay que emprender tiene como objetivo final vincular la creación de Agencias compromisos tangibles a corto plazo de mejora de la eficacia y eficiencia en el funcionamiento de la administración que consoliden una cultura de orientación a la ciudadanía, de mejora continua e innovación. Y si bien es verdad que estos objetivos dependerán, en buena medida, de las características de las Agencias y de sus variables clave de gestión, dentro de estos objetivos se pueden mencionar los siguientes como especialmente oportunos: agilizar los procesos de las Agencias orientadas a la administración burocrática de permisos, licencias, gestión de cobros y de pagos, mejorar las políticas de personal en las organizaciones de profesionales, aumentar la cantidad y la calidad de los servicios en los centros prestadores e incrementar los ingresos de las unidades que se autofinancian . En todo caso, es muy importante realizar un estudio previo donde se analicen de forma exhaustiva, las necesidades y expectativas de los usuarios. La información recopilada en esta estudio debe permitir determinar los factores de calidad y los compromisos a asumir. 

6. Finalmente, adoptar las medidas organizativas necesarias para la implantación gradual del nuevo modelo también es fundamental para asegurar su éxito. El modelo de Agencias no se puede implantar de un día a otro. Es imprescindible plantearse el cambio de forma gradual y seleccionar en primer lugar como candidatas a transformarse en una nueva agencia aquellas unidades que, por las condiciones que tienen, hagan el proceso más fácilmente asimilable. Así pues, las áreas de gestión bien definidas, habituadas a trabajar por objetivos y con una infraestructura administrativa suficiente para hacer posible el control de gestión serían las candidatas idóneas en una primera etapa.

El procedimiento para la creación exitosa de una nueva agencia ejecutiva se ha dividido en las 5 fases diferenciadas y pretende sintetizar, cronológicamente, qué actuaciones deben llevarse a cabo para hacer efectiva la creación exitosa de una nueva agencia ejecutiva.

1. La primera fase de este procedimiento tiene como objetivo final evaluar la idoneidad del área de gestión para convertirse en agencia. Las condiciones a evaluar en este apartado para poder decidir, con garantías de éxito suficientes, la conveniencia de iniciar o no un proceso de agencialización, son cuatro: 

a. la identificabilidad y estabilidad de los outputs, condición necesaria para posteriormente poder medir a través de los estándares de resultado (cuantitativos y cualitativos) que hacen posible el control.

b. la posibilidad de delimitar un ámbito de responsabilidad política y un ámbito de responsabilidad de gestión.

c. la autocontención de funciones o, dicho en otras palabras, conocer las funciones relacionadas con la prestación de los bienes o servicios y el alcance idóneo del área de gestión propuesta por prestarlos.

d. evaluar el grado en que la iniciativa privada o social puede sustituir o complementar la prestación pública, es decir, se trata de evaluar la conveniencia de optar por la gestión directa, creando una agencia ejecutiva, frente a la posibilidad de optar por la gestión indirecta, a través de la externalización del servicio, o por la privatización de este ámbito de gestión. 

2. Una vez definida el área de gestión susceptible de convertirse en agencia, la segunda fase de este procedimiento tiene como objetivo final la identificación de los puntos críticos en la prestación del servicio para evaluar la delegación de facultades ejecutivas, es decir, hay que delimitar el ámbito de descentralización necesario para un ejercicio más eficaz y eficiente de sus funciones. Se trata de decidir, para cada una de las funciones, el ámbito de delegación necesario, teniendo en cuenta los diferentes tipos de outputs prestados y las variables internas y externas de que depende la ejecución. El grado de autonomía necesario dependerá de la medida en que la agilidad en la toma de decisiones o la adaptación a las condiciones locales sean un factor clave en la eficacia y eficiencia de la prestación. 

Una herramienta interesante, para articular este análisis sobre el grado de autonomía de gestión óptimo que debe asegurar un cumplimiento más eficaz y eficiente de la misión que tendrá asignada esta nueva agencia, es la elaboración de un "Catálogo de servicios", que incluirá, en todo caso, una identificación del órgano que los realiza y de lo que se propone que pase a realizarlos, analizando las características de éste y razonando las ventajas que ello conllevaría para el eficiencia y eficacia de la prestación.

3. La tercera fase de este procedimiento tiene como objetivo final la determinación del marco jurídico organizativo en el que la nueva agencia debe operar. Actualmente, tras la denominación "Agencia" podemos encontrar una variada tipología de entes instrumentales con personificaciones jurídicas muy diversas ya que este término se está utilizando indistintamente y sin que haya una regulación jurídica específica detrás. Concretamente, hay que aprobar una ley catalana que regule las Agencias ejecutivas como una fórmula organizativa general, dotada de mayor nivel de autonomía y de flexibilidad en la gestión, pero que, al mismo tiempo, refuerce los mecanismos de control de eficacia y promueva una cultura de responsabilización por resultados. 

Actualmente, y hasta que se apruebe esta futura ley catalana, cuando se habla de "Determinar el marco jurídico organizativo en el que la nueva agencia debe operar" nos estamos refiriendo a la concreción de las potestades administrativas que esta nueva entidad de derecho público deberá desempeñar y sobre las que deberá aplicarse un régimen jurídico administrativo y la concreción de los ámbitos de gestión instrumentales que no impliquen el ejercicio de potestades administrativas en los que esta nueva agencia podrá aplicar un régimen jurídico privado.

4. La cuarta fase de este procedimiento tiene como objetivo final diseñar un sistema de planificación , control y evaluación de la gestión. Concretamente, el régimen de funcionamiento de las Agencias, basado en sus elementos constitutivos, conviene formalizarlo, explícitamente, en un Contrato de relaciones entre la Agencia y el Departamento al que se adscribe. De hecho, esta contractualización es un mecanismo para garantizar que los Departamentos podrán ejercer, de forma efectiva, las prerrogativas de planificación, control y evaluación sobre las Agencias que han creado, logrando, asimismo, que estas se hagan responsables de los resultados de su gestión. 

Este contrato de relaciones debería incorporar, como mínimo, los siguientes elementos: el mandato político de la agencia, el marco de responsabilidad de la agencia, el margen de gestión autónoma que se concede a la agencia, los objetivos estratégicos y operativos, los recursos disponibles y los resultados esperados, identificando los indicadores necesarios para verificar el cumplimiento, y los sistemas de información que permitirán el control de gestión por parte de los servicios centrales de los Departamentos. 

5. Finalmente, la quinta y última fase es la que hace referencia al diseño y la provisión de sus funciones directivas con el objetivo de garantizar la responsabilización y la profesionalización de los órganos directivos. Aunque las Agencias ejecutivas funcionan como una escuela de directivos públicos al ofrecer un entorno que facilita el desarrollo de capacidades directivas, es muy importante para garantizar esta idoneidad de los directivos divisionales cómo se planteen los procesos de selección, los planes formativos y de desarrollo profesional, los planes de carrera profesional y los sistemas de cese de este personal directivo. 

Se debería explicitar formalmente el régimen de nombramiento y de cese en beneficio de la legitimidad de los propios directivos, ante los responsables políticos y sus propios subordinados. El ejercicio de las funciones directivas debe ir acompañado de un régimen de recompensa que tenga en cuenta las responsabilidades asumidas y los resultados obtenidos. La preparación de los directivos para trabajar en el nuevo modelo es uno de los factores claves del éxito de la implantación del mismo. Con ella se deberán formar también los directivos de los servicios centrales responsables del control de las Agencias. El resultado de esta fase será la implementación de un sistema de incentivos en base a la responsabilización y la profesionalización para sus órganos directivos.

5. Las Agencias ejecutivas: los “Contratos de relación”

La definición de unas pautas claras de la relación "Principal - Agente" es fundamental para garantizar un correcto funcionamiento de los procesos de agencialización.  Aplicando  la tradicional división de funciones entre los roles de Principal y Agente se podría definir la siguiente matriz de responsabilidades:

	
	Rol:


	Funciones:

	Agencias ejecutivas:


	Agente
	· Ejecución / gestión 

	Departamentos:
	Principal 
	· Planificación

· Control

· Evaluación




Las Agencias  ejecutivas (Agente), como muy bien indica su nombre,  sólo deberían dedicarse a la ejecución y / o gestión de  las políticas públicas y  / o servicios previamente definidos  desde su Departamento de adscripción  (Principal), que es quien debería ejercer, de forma efectiva, las prerrogativas de planificación,  control y evaluación sobre las  Agencias ejecutivas que tenga  adscritas.

Teniendo en cuenta este esquema y ante la evidente inexistencia de mecanismos efectivos de planificación, control y evaluación por parte de los Departamentos de la Generalidad de Cataluña sobre las Agencias ejecutivas que han creado, a continuación se apuntan unas pautas de relación básicas "Principal - Agente" que deberían seguirse para garantizar que cada una de las partes cumplirá con las funciones y responsabilidades asignadas. Concretamente, se definen las características básicas que los “Contratos de relación” (también conocidos como contratos de gestión
 o contratos-programa
) entre Principal y Agente deberían cumplir para garantizar que los Departamentos puedan ejercer, de forma efectiva, las prerrogativas de planificación, control y evaluación sobre las Agencias que han creado logrando, asimismo, que éstas se hagan responsables de los resultados de su gestión.

La Generalitat de Cataluña empezó a utilizar el contrato - programa como instrumento para la modernización de la Administración Pública a finales de los años noventa
. Pero desde un punto de vista normativo vale la pena destacar la total y absoluta ausencia de regulación de este instrumento en la legislación catalana. Si bien se pueden encontrar preceptos de rango legal o reglamentario en el que se hace referencia al “contrato-programa”
, no hay ninguna que lo defina, establezca los objetivos que debe perseguir, indique el contenido mínimo y establezca los efectos jurídicos de la firma, las formas de terminación, etc.

El Contrato de relación: La iniciativa de la formalización

Según Abelaire y Verrugas (1999), antes de analizar la estructura y contenidos mínimos que todo Contrato de relación debería tener, es importante reflexionar sobre las motivaciones que pueden tener el Principal y el Agente para llevar la iniciativa de la formalización del contrato. Las motivaciones del Principal serán: Garantizar la adecuación de la prestación del servicio a su política y prioridades, establecer con claridad los compromisos del Agente en la prestación del servicio y las condiciones de financiación, establecer un nuevo equilibrio entre el servicio prestado y el coste público, coordinar la actuación de los diferentes Agentes que actúan en ámbitos coincidentes o complementarios, etc. En cuanto al Agente prestador del servicio, la iniciativa de formalización puede venir motivada por la necesidad de: Modificar su ámbito de actuación o la forma de prestar el servicio, garantizar la financiación procedente del Principal, conseguir una mayor autonomía de gestión, ampliar su ámbito de actuación por iniciativa propia o del Principal, asumir nuevas funciones o encargos del Principal, etc.

El Contrato de relación: estructura y contenidos

Los Contratos de relación deberían regular las relaciones entre Principal y Agente en el ámbito estratégico (definiendo la misión, los objetivos estratégicos y las líneas de actuación de la entidad), en el ámbito de la prestación del servicio (estableciéndose la tipología, cantidad y condiciones de cada servicio o actividad a realizar), en el ámbito financiero (fijándose los límites y las condiciones de la financiación, total o parcial, por parte del Principal y estableciendo las condiciones para la autofinanciación del Agente) i en el ámbito de la autonomía de gestión del Agente (ajustando el grado real de autonomía de gestión del Agente condicionándolo a determinados objetivos o requisitos).

Teniendo en cuenta todas estas variables, en un Contrato de relación se pueden distinguir las siguientes partes:

1. Las partes firmantes

Como en cualquier documento contractual, la primera parte del Contrato de relación debe identificar las partes firmantes, las cuales deben tener la competencia suficiente para suscribirlo.

2. La misión y la orientación estratégica

El planteamiento estratégico es, en gran parte, lo que motiva la confluencia de intereses y da impulso al acuerdo entre las partes para firmar el contrato. Las estrategias que se adopten pueden ser, según lo que busquen, de sostenimiento (mejorando en algún aspecto la situación actual), de crecimiento (haciendo más de lo que ya se va haciendo), de diversificación (ampliando el campo de intervención a de otros actores) o de diferenciación (apoyándose en algún elemento de gran relevancia que puede dar notoriedad).

El equipo planificador, en el que tienen que estar representados los diferentes sectores de la organización, debe fijar una relación de objetivos estratégicos (compatibles, complementarios, concretos, realistas y verificables), que son los que deben posibilitar llevar a cabo la misión de la organización. Al final de esta fase, el equipo planificador tendrá a su alcance dos escenarios: el que describe la situación actual y el que define el futuro deseado concretado en los objetivos estratégicos.

3. Los compromisos o objetivos operativos

Los compromisos son la parte esencial del Contrato de relación, conformando los derechos y las obligaciones de las partes para un plazo determinado. Todos los objetivos estratégicos deben tener vinculados uno o más objetivos operativos, que son los que concretaran estos compromisos de las partes a través de planes de acción. Cada objetivo, dividido en acciones, deberá contar con un responsable, un calendario y unos recursos. Deberá plantearse, también, si la puesta en marcha de los planes de acción requiere cambios en la organización interna, que pueden suponer la creación de nuevas unidades o equipos, la contratación de un mayor número de personal, la adquisición de otros medios materiales, etc.

Los compromisos de ambas partes pueden estar referidos a ámbitos muy diversos: 

· Compromisos económico-financieros (por ejemplo, por parte del Agente, la consecución de un determinado nivel de ingresos provenientes de terceros y, por parte del Principal, garantizarla se subvenciones necesarias para equilibrar la cuenta de explotación).

· Compromisos de servicio (por ejemplo, por parte del Agente, la prestación del servicio en las cantidades y con la calidad acordada con el Principal y, por parte del Principal, la concreción de nuevos encargos y ajuste de la financiación).

· Compromisos de ajuste de autonomía del ente (por ejemplo, por parte del Agente, la aceptación de la cláusula de reserva, por la que el Principal puede reducir el grado de autonomía establecido en el Contrato de relación, si el ente no alcanza un grado determinado de los objetivos del Contrato de relación y, por parte del Principal, dar más autonomía al ente en determinados ámbitos).

· Compromisos de gestión de recursos (por ejemplo, por parte del Agente, la mejora de la eficiencia en la utilización de los recursos y, por parte del Principal, la reducción o flexibilización del control previo e incremento el control de la productividad, los resultados y el logro de objetivos).

· Compromisos de modificación de funciones del ente (por ejemplo, por parte del Agente, la asunción de nuevas funciones en las condiciones acordadas con el Principal y, por parte del Principal, la concreción de nuevos encargos y ajuste de la financiación).

4. Los indicadores de seguimiento

Los objetivos operativos deben tener asociados indicadores que permitan verificar su grado de consecución y, por tanto, el cumplimiento del Contrato de relación. Los indicadores deben estar relacionados con un único objetivo y ser claros, fiables, mesurables y comparables.

5. El seguimiento del cumplimiento del Contrato

En el Contrato de relación debe regularse una “Comisión de seguimiento” encargada de evaluar el cumplimiento de los compromisos establecidos en el contrato y de proponer las medidas que considere necesarias para asegurar su consecución. Esta Comisión en ningún caso debe ejercer funciones o competencias propias del órgano de gobierno del ente, salvo que exista un encargo o delegación expresa. Si las partes del contrato lo acuerdan, pueden formar parte de la Comisión de Seguimiento personas independientes, especialistas en determinadas cuestiones y se pueden crear grupos de trabajo temporal para encargos muy concretos.

La herramienta que se puede utilizar para el seguimiento de los avances y el control de los resultados es el Cuadro de Mando (Mas y Sullà 1998). Los Cuadros de Mando son sistemas de información que gestionan y procesan la información necesaria para la toma de decisiones proporcionando los datos que describen la forma y la medida en la que se están desarrollando las acciones previstas para cada uno de los objetivos operativos (la completa realización se permitirá alcanzar los objetivos estratégicos). El “Informe de seguimiento” es el documento esencial que debe aprobar la Comisión de Seguimiento y que debe reflejar la evolución de la ejecución del Contrato.

Además del seguimiento de ejecución del Contrato de relación y del grado de consecución de los objetivos y compromisos, la Comisión de Seguimiento puede hacer la evaluación global del Contrato de relación. La evaluación puede hacer referencia a cualquier cuestión del contrato: la revisión de la misión y/o de los objetivos estratégicos, la revisión de la formulación de los objetivos operativos por  no garantizar el cumplimiento de los objetivos estratégicos, la revisión de la cuantificación de los objetivos operativos, etc.

6. Beneficios y responsabilidades por el grado de consecución de los objetivos

Se deben explicitar los beneficios que obtendrá el Agente si alcanza cierto porcentaje de los objetivos operativos. También se pueden establecer ventajas si el Agente obtiene remanentes en su presupuesto, aunque cumpliendo los objetivos de servicio. Los incentivos de contenido económico no deben ser nunca consolidables, sino que deben estar vinculados anualmente la consecución de objetivos fijados de nuevo. Otras previsiones a incluir son las repercusiones del incumplimiento de los objetivos y los compromisos de ambas partes.

7. Otras cláusulas específicas

Las peculiaridades de cada Contrato de relación hace necesarias cláusulas específicas no previstas de forma general, el contenido de las cuales sólo depende del acuerdo entre las partes firmantes. Estas cláusulas pueden hacer referencia, por ejemplo, al personal (que el Agente queda excluido de la reducción prevista en los acuerdos de dimensionamiento) o al entorno socio-económico (la posible revisión de los objetivos y del resto de los compromisos si este entorno cambia sustancialmente).

8. Cláusulas de revisión del Contrato de relación

El Contrato de relación debe incluir el plazo de revisión de los objetivos operativos, que generalmente puede coincidir con el año natural, aunque puede ser otra para adaptarse a la naturaleza de las actividades del ente u organización. La revisión debe ser liderada por la Comisión de Seguimiento y debe ser un proceso de negociación, con el acuerdo entre todos los firmantes, representantes en la Comisión.

La revisión global del Contrato de relación, finalizado el plazo de vigencia del mismo, debe partir de la nueva realidad del Agente, del Principal y del entorno. La experiencia alcanzada de las partes debe permitir avanzar en la concreción de nuevos objetivos, nuevos sistemas de evaluación, y de responsabilidades y de beneficios por el cumplimiento de los objetivos.

6. Los mecanismos de colaboración público-privada: una alternativa al modelo de agencias?

Durante los últimos años, al fenómeno de la agencialización hay que sumarle un progresivo protagonismo de los mecanismos de colaboración público-privados (CPP). La CPP es un fenómeno en expansión que establece nuevas relaciones entre las esferas pública y privada y tiene por objeto financiar, construir, renovar o explotar una infraestructura o el suministro de un servicio (Comisión de las Comunidades Europeas, 2004). Los partenariados son aconsejables (Savas, 2000) cuando existe una clara necesidad de desarrollar un proyecto concreto, no existe suficiente presupuesto público para desarrollarlo, y existen beneficios potenciales derivados de la obtención de nuevas fuentes de financiación, de una implementación más ágil, de un diseño innovador y de una operativa eficiente.

La CPP se caracteriza por la duración de la relación entre los socios, por el modo de financiación del proyecto, por el papel de los socios en la definición, la concepción, realización, aplicación y financiación y por la distribución de los riesgos. Teniendo en cuenta todos estos elementos, el Libro Verde sobre la colaboración público-privada y el Derecho comunitario en materia de contratación pública y concesiones (Comisión de las Comunidades Europeas, 2004) distingue dos tipos de CPP: La CPP de tipo contractual, caso en que la colaboración se basa en vínculos exclusivamente contractuales, y la CPP de tipo institucionalizado, caso en que esta CPP implica una cooperación en una entidad diferente y puede conducir a la creación de una entidad ad hoc de participación conjunta.

Ysa, Padrós y Saz-Carranza (2007) focalizan el estudio de la CPP en los partenariados público-privados y los definen como acuerdos institucionales capaces de movilizar los recursos necesarios en la gestión pública activando la creación de redes interorganizativas complejas en que participen actores tanto del sector público como del privado, y de generar relaciones de corresponsabilidad, y por consiguiente de diálogo y cooperación, así como de participación en la gestión.

Ysa (2007) define tres tipos de partenariados público-privados (PPP): los PPP instrumentales, los PPP orgánicos y los PPP simbólicos. Los PPP instrumentales son fórmulas de cooperación público-privada, centradas en modelos de mercado, en que los acuerdos mutuos entre los actores implicados se basan en la competencia. Ejemplos de estos mecanismos de colaboración serían todas los fórmulas de contratación contempladas en la Ley  30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público. Los PPP simbólicos, por otra parte, se coordinan a través de la jerarquía de una cadena de mando. Ejemplos de estos mecanismos de colaboración serían las subvenciones o los préstamos que el sector público concede a entidades privadas para que éstas desarrollen una actividad que se considera de interés público. Finalmente, los PPP orgánicos tienen su foco en una autogestión de red basada en la confianza. Ejemplos de estos mecanismos de colaboración serían la firma de convenios de colaboración o la creación de alianzas entre diferentes entidades públicas y privadas, que puede conllevar o no la creación de un nuevo ente, para la consecución de un objetivo de interés público.

Rodal (1993) apunta a que será mejor evitar la constitución del partenariado cuando no hay una fuerte racionalidad y base para la colaboración, cuando hay agendas incompatibles y diferentes, cuando hay desacuerdos fundamentales sobre el problema a ser resuelto, si las ideologías están en conflicto y surgen causas que descartan cualquier posibilidad de una colaboración real, cuando las agendas de los socios potenciales no son claras y los motivos son turbios, cuando socavan el interés público, o cuando son utilizados como una mera privatización los problemas de políticas que los departamentos por sí mismos son incapaces de resolver.

Teniendo en cuenta este esquema, se evidencia que los Departamentos de la Generalitat de Catalunya, para conseguir un determinado objetivo de interés público, pueden optar por crear una Agencia (es decir, pueden optar por una gestión directa a través de la creación de un ente instrumental) o bien por asociarse con agentes privados a través de alguna de las fórmulas de partenariado arriba nombradas. Sin embargo, también se evidencia que los mecanismos de cooperación público-privada no son una alternativa al modelo de agencias sino que la proliferación de entes instrumentales al servicio de las administraciones públicas territoriales, con el fin de ejecutar determinadas funciones y servicios públicos, es un fenómeno perfectamente compatible con todos estos mecanismos de CPP. Así pues, tanto los Departamentos de la Generalitat de Catalunya que actúan de principal como las Agencias ejecutivas que éstos hayan creado pueden participar, individual o conjuntamente, en cualquier tipo de partenariato contractual o institucionalizado. 

Sin embargo, para que esta colaboración público-privada funcione es importante que se cumplan las condiciones que se apuntan a continuación. Y, teniendo en cuenta que la elección de un tipo determinado tipo de PPP puede condicionar las características intrínsecas y la dinámica de funcionamiento de la cooperación público establecida, a continuación también se enumeran qué variables es importante tengan en cuenta en el momento de elegir un determinado tipo de partenariato.
7. Condiciones para el buen funcionamiento los mecanismos de colaboración público-privada

Teniendo en cuenta que la CPP es un instrumento cada vez más estratégico para una gestión satisfactoria de las políticas y los servicios públicos, es especialmente importante analizar cuáles son las condiciones necesarias para que la CPP funcione bien .
1. Un primer gran reto es construir un sistema de objetivos coherente y compartido por las partes. En este sentido, la condición necesaria a cumplir para garantizar una CPP exitosa sería la de tener muy claras dos cuestiones y hacerlas compatibles (Ysa, 2007): 

· que la creación de valor público es una condición básica y que hay que definir un modelo basado en la eficiencia y calidad del servicio público prestado (y no sólo basado en los costes).

· que hay que definir un modelo que asegure la viabilidad de la consecución de los objetivos económicos privados.

2. Una segunda condición estaría relacionada con el hecho de desarrollar capacitación pública y privada adecuada a la complejidad de la gestión de la CPP. Desde el sector público hay que conocer en profundidad las capacidades y necesidades de las empresas potencialmente prestadoras del servicio (hay que conocer el mercado). Asimismo, también es necesario que estas empresas proveedoras entiendan las necesidades de la administración. Ambas partes deben tener muy claro, en todo momento, cuál debe ser su rol.

3. Una tercera condición sería la de haber analizado, previamente, cuáles son las principales ventajas e inconvenientes de las diferentes modalidades de CPP y haber elegido el tipo de relación / cooperación que más se adecue a los objetivos a conseguir.

4. Una cuarta condición es la de definir unas reglas del juego adecuadas y conocidas para todos. Más allá de que estas reglas del juego las conozcan las partes, también resulta interesante que estas reglas del juego las conozcan los potenciales proveedores del mercado.

5. Más allá de una contractualización rigurosa de la CPP, una quinta condición sería la de trabajar para establecer una gestión relacional respetuosa y generadora de confiabilidad con las empresas proveedoras de los bienes o servicios. Es muy importante dejar de ver la CPP desde una perspectiva estrictamente jurídica y adoptar un posicionamiento proactivo que contemple una gestión integral de esta CPP propia del management.
6. Finalmente, una sexta condición sería la de asegurar que se evaluarán los resultados obtenidos, comparándolos con los objetivos iniciales, y que se analizarán las desviaciones y los hechos que las hayan ocasionado, asignando costos y responsabilidades.

8. La elección de un determinado mecanismo de colaboración público-privada

La elección de un tipo determinado tipo de partenariato puede condicionar las características intrínsecas y la dinámica de funcionamiento de la cooperación público establecida. Así pues, en el momento de elegir entre gestionar vía un PPP contractual o vía un PPP institucionalizado es importante considerar las siguientes variables:

· El objetivo que se persigue con su creación.

Los PPP contractuales tienen como fin la consecución de objetivos específicos y mensurables de naturaleza operativa compartida por las diferentes partes implicadas: por ejemplo, la construcción de infraestructuras o la provisión de un servicio. Los PPP institucionales son acuerdos institucionales que acogen una implicación estable de organizaciones públicas y privadas interesadas en conseguir objetivos comunes (unos outcomes comunes) mediante la confianza mutua y el trabajo colaborativo. (Ysa, Padrós y Saz-Carranza, 2007).

· La figura jurídica con que se quiere operativizar.

Cuando hablamos de PPP contractuales nos estamos refiriendo a partenariados donde lo que predomina es el "mercado" y la figura jurídica que tradicionalmente los operativiza son los contratos. En los PPP institucionales, por el contrario, la red en sí es el elemento central y se operativizan a través del establecimiento de alianzas, convenios de colaboración. etc.

· La implicación entre las organizaciones participantes

En los PPP contractuales la relación entre los actores es competitiva actor privado que finalmente se establezca como colaborador de la administración pertinente mantendrá una relación de dependencia con ésta. En los PPP institucionales la relación entre los actores está basada en la confianza y de esta unión puede surgir o no una nueva institución. Ysa, Padrós y Saz-Carranza (2007) apuntan que en este último caso se asume un apoderamiento por la vía de la información y, por tanto, con liderazgos cambiantes, y con una estructura de autoridad fragmentada, plana, de intercambio padres. La relación entre las organizaciones que lo forman se determina por medio de estándares negociados y se basa en el principio de la reciprocidad, la interdependencia y la complementariedad de intereses estratégicos

Finalmente, sólo apuntar una última cuestión: los PPP son procesos, por lo que no hay un determinismo secuencial en la adopción de un modelo de gobernanza u otro. Los PPP pueden pasar de un modelo de gobernanza a otro sin un orden preestablecido, que dependerá sobre todo del poder desarrollado en las relaciones entre los socios, de la necesidad de reinventar el partenariado cuan-cierre o sea inactivo o de la voluntad de generar un nuevo partenariado a partir de lo que hay (Ysa, Padrós y Saz-Carranza, 2007).
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� Esta ponencia nace del proyecto de investigación “Las agencias ejecutivas de la Generalitat de Cataluña: criterios de creación y contratos de relación” subvencionado por la Escuela de Administración Pública de Cataluña, en el marco de la convocatoria 2007 de subvenciones a trabajos de investigación sobre administración pública (Resolución GAP/2726/2007, de 3 de septiembre. DOGC núm. 4966 - 12/09/2007).





� Actualmente,  tras la denominación "Agencia" podemos encontrar una variada tipología de entes instrumentales con  personificaciones jurídicas muy diversas (entidades que tienen un régimen jurídico singular,  entidades autónomas administrativas,  entidades autónomas comerciales,  industriales y financieras, entidades de derecho público sometidas  ordenamiento jurídico al derecho privado, sociedades mercantiles,  consorcios o fundaciones) ya que  este término se está utilizando indistintamente  y sin que haya una regulación jurídica específica detrás. Se ha decidido escoger como "organismos públicos incluidos en la población de referencia" a las Entidades de Derecho Público sometidas al Ordenamiento Jurídico Privado (EDPs) en la medida en que se la tipología general de ente instrumental que presenta un régimen jurídico aplicable más parecido a la "formula organizativa general" característica del modelo de Agencias.





� Según los Presupuestos de la Generalitat de Catalunya para el año 2010: Centre d'Alt Rendiment Esportiu (CAR), Agència Catalana de Cooperació al Desenvolupament, Memorial Democràtic, Institut Català Internacional per la Pau, Centre d'Atenció i Gestió de Trucades d'Urgència 112 Catalunya, Institut Català de Finances (ICF), Institut Català d'Energia (ICAEN), Agència Tributària de Catalunya, Centre de Telecomunicacions i Tecnologies de la Informació, Ferrocarrils de la Generalitat de Catalunya, Institut Cartogràfic de Catalunya (ICC) de la Generalitat, InstitutCatalàdelSòl (INCASOL), Infraestructures Ferroviàries de Catalunya, Institut Geològic de Catalunya, Centre d'Iniciatives per a la Reinserció (CIRE), Corporació Catalana de Mitjans Audiovisuals (CCMA), Institut Català de les Indústries Culturals, Consell de l'Audiovisual de Catalunya, Consell Nacional de la Cultura i de les Arts, Institut de Diagnòstic per la Imatge (IDI), Gestió de Serveis Sanitaris (GSS), Institut d'Assistència Sanitària (IAS), Gestió i Prestació de Serveis de Salut (GPSS), Agència d'Avaluació de Tecnologia i Recerca Mèdiques (AATM), Institut Català d'Oncologia (ICO), Banc de Sang i Teixits (BST), Parc Sanitari Pere Virgili (PSPV), Institut de Recerca i Tecnologia Agroalimentàries (IRTA), Consell Català de la Producció Integrada, Consell Català de la Producció Agrària Ecològica, Centre d'Innovació i Desenvolupament Empresarial (CIDEM), Laboratori General d'Assaigs i Investigacions (LGAI), Institut d'Investigació Aplicada de l'Automòbil (IDIADA), Agència de Gestió d'Ajuts Universitaris i de Recerca, Agència per a la Qualitat del Sistema Universitari de Catalunya, Agència Catalana de Turisme, Consell, Nacional de la Joventut de Catalunya, Agència Catalana de la Joventut, Agència Catalana de l'Aigua (ACA), Agència de Residus de Catalunya, Centre de la Propietat Forestal, Aigües Ter-Llobregat (ATLL), Servei Meteorològic de Catalunya.





� Se ha considerado conveniente analizar los capítulos de gasto y de ingresos en que los créditos asignados a las EDPs tienen un peso mayoritario sobre los créditos totales de los Presupuestos de la Generalitat de Cataluña. 


� En la esfera estatal este tipo de contratos se denominan “contratos de gestión” y están regulados en el Artículo 13 de la Ley 28/2006, de 18 de julio, de Agencias Estatales para la mejora de los Servicios Públicos.


� En la esfera de la Generalitat de Catalunya este tipo de contratos se denominan “contratos-programa”. 


� En 1997, se firmó un contrato - programa entre la empresa pública Teatro Nacional de Catalunya, SA, y el Departamento de Cultura, con la finalidad de articular las nuevas reglas del juego que ocurrían con el cambio que se produjo en política cultural. En 1998, se firmó un contrato - programa entre el Instituto Cartográfico de Cataluña y el Departamento de Política Territorial y Obras Públicas, como resultado de una imposición normativa establecida en la ley que convertía la entidad, hasta entonces organismo autónomo, en entidad de derecho público sujeto al derecho privado. En el año 1999 se elaboró ​​el documento "Bases para la elaboración de un Contratos de relación" y sucesivamente, en los años siguientes, se fueron aprobando más contratos - programa (el del IRTA en 1999, el de la CCRTV en 2002. etc.). 





� En el estudio “Las agencias ejecutivas de la Generalitat de Cataluña: criterios de creación y contratos de relación”, subvencionado por la Escuela de Administración Pública de Cataluña (Resolución GAP/2726/2007, de 3 de septiembre. DOGC núm. 4966 - 12/09/2007), en el que se enmarca esta ponencia se detallan todas las referencias normativas al “contrato-programa” existentes.
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